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ESTABLECIMIENTO DE LOS HECHOS 

El Estado de Pasco ratificó el Estatuto de Roma el 19 de marzo de 2010, su economía es                  

principalmente rural, en los setentas se empezó un proceso de industrialización que no tuvo              

éxito. En los límites de la cordillera pásquense vive el pueblo de los Aguaí.  

La situación del pueblo Aguaí mejoró con la constitución de 1998 donde se les reconoció una                

propiedad colectiva que incluía una parte de la selva de la cordillera pásquense. A su vez,                

reconoce de dominio público el subsuelo del territorio ancestral Aguaí, siendo el gobierno de              

Pasco el que adjudica la explotación de recursos teniendo como límite un trámite de consulta               

no vinculante con los Aguaí antes de la adjudicación.  

Las regalías de la explotación pertenecen al Estado de Pasco generando problemas entre el              

Gobierno, los Aguaí y las compañías extractoras.  

Alrededor de 200 jóvenes aguaí decidieron crear en 2010 el Grupo de Protección del Territorio               

Aguaí (“GruPTA”).Entre julio de 2010 y diciembre de 2012, se produjeron más de 150 actos               

de sabotaje, generando que para el 2012 las empresas ya contaran con seguridad liderada por               

miembros retirados de las fuerzas armadas de Pasco. 

Las transnacionales mineras en Aguaí, solicitaron la intervención de fuerzas militares para            

poner fin a las actividades de sabotaje del GruPTA. El 13 de enero de 2013 la empresa                 

Translot solicitó a los gobiernos de Lot y Pasco, que probaran en el territorio de Aguaí, los                 
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últimos desarrollos en inteligencia artificial, ya que el conflicto se desarrolla en una zona              

alejada de los focos de atención de la sociedad internacional. 

En reunión sostenida el día 3 de julio de 2014 entre el presidente de Lot y todos sus miembros                   

de seguridad, se debatió la solicitud de la empresa Translot: 

a​. Los asesores explicaron que se venían utilizando en ciertas operaciones terrestres robots con              

un grado de autonomía limitada. 

b​. Estas máquinas pueden identificar objetivos militares, determinar las armas a sus            

disposición que son más efectivas, adoptar las medidas necesarias de precaución para            

minimizar los daños civiles colaterales, aplicar la ecuación de proporcionalidad entre           

ventaja militar y daños civiles colaterales esperados. 

c.​ Los robots, solo pueden ser desarticularlos con drones. 

d. Según los expertos no habría ningún tipo de consecuencia si se conociera públicamente de               

la operación en Pasco, además Lot no ratifico el ER. 

El presidente de Lot comunicó el 4 de julio a los comandantes que la operación que habría de                  

efectuarse a más tardar el 31 de diciembre de 2014. 

El 22 de diciembre de 2014 el ejército del aire de Lot transporta hasta la selva Pasquense a 250                   

robots con la intención de eliminar a los miembros del GruPTA. Los robots visitan el pueblo                

de Aguaí en la noches, lo cual termina con daños a las viviendas, la muerte de varios hombres                  

Aguaí que no son miembros del GruPTA y la huida aterrorizada de sus viviendas hacia los                

suburbios. 
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CUESTIONES JURIDICAS A ABORDAR  

1. Determinación de si como consecuencia de la violencia sufrida por los integrantes del              

Pueblo Aguaí en su territorio ancestral se han producido o no:  

i) Los elementos contextuales de crímenes de lesa humanidad, previstos en el artículo 7 del               

ER; 

ii) Los elementos específicos de los crímenes de lesa humanidad de asesinato, deportación o               

traslado forzoso de población, persecución y otros tratos inhumanos, previstos en el            

artículo 7(1)(a), (d), (h) y (k) del ER.  

2. Determinación de: 

i) La relevancia del daño psicológico generado en los miembros del Pueblo Aguaí por la                

utilización de robots con plena autonomía, a la hora de aplicar el análisis de              

proporcionalidad entre ventaja militar y daños civiles colaterales previsto en el artículo            

51 del Protocolo Adicional I (del que Pasco es Estado Parte). 
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ii) La relevancia de la cuestión prevista el párrafo anterior ((b)(i)) a la hora de establecer si los                   

daños civiles colaterales pueden o no ser contabilizados como violencia contra la            

población civil a los efectos de los delitos de lesa humanidad. 

3. Determinación de:  

i) Los “máximos responsables” de los delitos de lesa humanidad presuntamente cometidos            

contra los integrantes del Pueblo Aguaí en su territorio ancestral;  

ii) Las formas de responsabilidad penal previstas en los artículos 25 y 28 del ER bajo las                 

cuales dichos “máximos responsables” podrían ser penalmente responsables. 

 

 

 

IV. ARGUMENTOS ESCRITOS 

DETERMINACIÓN SI COMO CONSECUENCIA DE LA VIOLENCIA SUFRIDA POR 

LOS INTEGRANTES DEL PUEBLO AGUAÍ EN SU TERRITORIO ANCESTRAL SE HA 

PRODUCIDO: 

 

(1) ELEMENTOS CONTEXTUALES DEL CRIMEN DE LESA HUMANIDAD  

La información disponible no proporciona fundamentos suficientes a esta Corte, conforme a            1

los artículos 15 y 53 del Estatuto de Roma, así como de la Regla de Procedimiento y Prueba                  

48, sobre la comisión de CLH conforme al articulo 7 ER, como consecuencia de las               

operaciones militares destinadas a la seguridad y soberanía del Estado de Pasco, entre             

diciembre de 2014 y marzo de 2015. 

1 Vid., HC, para. 23 a 27. 
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El mencionado artículo 7(1)ER y los EC , establecen que para determinar la ocurrencia de              2

CLH, se requiere la concurrencia de los siguientes elementos: (i) un ataque dirigido contra una               

población civil; (ii) una política de Estado u organización; (iii) la naturaleza generalizada o              

sistemática del ataque; (iv) un nexo entre el acto individual y el ataque; y (v) el conocimiento                 

de dicho ataque.   3

(1.1) Inexistencia de un “ataque dirigido contra una población civil” 

El elemento ataque, ha sido entendido como “una línea de conducta que implica la comisión               

múltiple de actos contemplados en el artículo 7(1) del ER” . A su vez por ataque, se ha                 4

señalado que hace referencia a “una campaña u operación realizada contra una población             

civil” .  5

Sobre la existencia de una comisión múltiple de actos contemplados en el artículo 7(1) ER,               

para efectos de la tipificación del ataque, algunos miembros de ésta Honorable Corte de              

manera minoritaria han señalado, que la cuantía de las víctimas (que en este caso no supera las                 

15) determina este aspecto (comisión múltiple) requerido para que una situación sea conocida             

por la CPI , es decir, que un menor número de victimas en proporción al ataque podría                6

considerarse por debajo del umbral de gravedad suficiente requerido para la admisibilidad. Sin             

embargo, aunque bajo esta concepción restringida y analizada a través de este elemento             

meramente objetivo – cuantitativo se podría concluir que se ajusta a la presente situación              

2 Vid., EC, introducción al artículo 7, para. 3. 

3 Cfr., Cfr., Fiscalia vs. Charles Blé Goudé, Confirmación de cargos, CPI, 11/diciembre/2014, para 124; Fiscalia                
vs. Laurent Gbagbo, Confirmación de Cargos, CPI, 12/junio/2014, para. 207; Fiscalia vs. Bosco Ntaganda,              
Confirmación de cargos, CPI, 9 de junio de 2014, para. 12; Fiscalia vs. Germain Katanga, juicio, CPI,                 
7/marzo/2014, para. 1090; Situación en la República de Costa de Marfil, autorización de investigación, CPI,               
3/octubre/2011, para. 29; Situación en la República de Kenia, autorización de investigación, CPI, 31/marzo/2010,              
para. 79; Ruto et al, confirmación de cargos, CPI, 23/enero/2012, para. 163.  

4 Vid., ER, Artículo 7(2)(a); EC, introducción al artículo 7, para. 3. 

5 Cfr., Fiscalia vs. Bemba, J. Confirmación de cargos, CPI, 15/junio/2009, para. 75; Fiscalia vs. Ruto et al. Id.,                   
para. 164.  

6 Cfr., Fiscalia vs. Germain Katanga, opinión minoritaria juez Christine Van den Wyngaert, CPI, 7/marzo/2014.               
Para. 264.  
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expuesta por la Fiscalía, no es suficiente para desvirtuar la existencia del contexto externo.              

Pues en este caso se evidencia la inexistencia del ataque dirigido contra una población civil,               

como se pasa a exponer: 

El término una población civil, ha sido interpretado en el sentido de “grupos distinguibles por               

nacionalidad, origen étnico u otras características distintivas” . Adicionalmente, la población          7

civil comprende, según el DIH a “todas las personas civiles en oposición a los miembros de                

las fuerzas armadas y otros combatientes legítimos” .  8

En el presente caso, se evidencia que no existió una operación en contra de una población                

civil, ya que las acciones estuvieron dirigidas a la desarticulación del GruPTA, e igualmente              

siempre se tuvo el conocimiento que los robots estarían en la búsqueda y persecución de               

combatientes de este grupo, para contrarrestar los actos de sabotaje dirigidos contra            

TRANSLOT y la protección de la soberanía del Estado de Pasco.  

Desde el inicio de la prestación del apoyo tecnológico y asesoramiento militar del Estado de               

Lot a Pasco se contempló como fin último erradicar los actos de sabotaje presentados contra la                

multinacional , la planeación de las operaciones desplegadas en ningún momento se dirigieron            9

en contra de la población Aguaí distinguible por su origen étnico y filiación territorial, pues la                

cooperación acordada por los gobiernos nunca tuvo el objetivo de afectar o causar             

sufrimientos a esta población civil ancestral por un criterio de diferenciación por su raza, etnia,               

religión, nacionalidad u otro elemento distintivo.  

La inteligencia artificial de los robots ya probada con éxito en otras operaciones militares si               

bien permite que tengan cierto grado de autonomía, la nano-tecnología implantada genera que             

7 Cfr., Fiscalia vs. Katanga & Ngudjolo, confirmación de cargos, CPI, 30/septiembre/2008, para. 399. Cit.,               
Tadic, juicio, TPIY, 7/mayo/1997, para. 635; Recientemente en: Kenyatta et al, confirmación, CPI,             
23/enero/2012, para. 110 y Ruto et al. Ibíd. 

8 Cfr., Fiscalia vs. Bemba, id., para. 78, cit., Kunarac et al, juicio, 22/febrero/2001, para. 425. Vid., los artículos                   
43 y 50 del Protocolo Adicional I a los Conevnios de Ginebra de 1949, relacionado con la protección de las                    
víctimas de conflictos armados internacionales  

9 Vid., HC, para. 19-20 
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su software de comportamiento sólo este dirigido hacía objetivos militares (combatientes) y a             

la realización de maniobras que den una ventaja militar en relación con la proporcionalidad del               

daño , es decir, que estas maquinas no tienen la capacidad de diferenciar elementos distintivos              10

de nacionalidad, etnia, religión u otra característica; pues su programación militar esta            

solamente dirigida a eliminar a los disidentes combatientes, en este caso miembros del             

GruPTA, conforme al principio de distinción del DIH, entre combatientes y no combatientes             

(civiles). 

Es importante destacar que el requerimiento para la configuración de un CLH, es que el ataque                

esté dirigido ​primariamente, ​es decir, de forma principal y no accesoria ​contra una             

población civil​, ​“el hecho global debe dirigirse contra una población civil y el hecho              

individual contra los civiles” .  11

En cuanto a la determinación propuesta por la Fiscalía, al señalar que la población civil es en                 

realidad el objetivo principal del ataque y no de carácter incidental , ​esta defensa se aparta de                12

tal consideración, al advertir que para poder establecer si un ataque fue primariamente dirigido              

contra una población civil, se deben tener en cuenta los siguientes factores indicadores: (i) la               

situación de las víctimas; (ii) los medios y métodos utilizados; (iii) el número de víctimas; y                

(iv) la resistencia que se opuso .  13

Con respecto a la ​situación de las víctimas​, la información evidencia que las operaciones              

realizadas en la selva pasquense fueron principalmente de búsqueda a miembros del GruPTA,             

y la población civil se vio afectada sólo cuando los miembros del GruPTA decidieron              

camuflarse en territorio Aguaí, generando daños colaterales.  

10 Vid., HC, para. 21 

11 Crf. Werle, G., Tratado de Derecho Penal Internacional, Tirant Lo Blanch, 2ª ed., Valencia, 2011. p .471. 

12 Cfr., Fiscalia vs. Bemba, confirmación de cargos, CPI, 15/junio/2009, para. 76-77. Cit., Kunarac et al,                
apelación, TPIY, 12/junio/2002, para. 91-92.  

13 Cfr., Apertura de Investigación en Kenia, CPI, 31/marzo/2010, para. 108.; Kunarac et al, apelación sentencia,                
TPIY, 12/junio/2002, para. 91. 
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Lamentablemente, las victimas fueron alcanzadas como consecuencia de una operación          

legítima, al encontrarse cerca del objetivo militar que se pretendía alcanzar. Las acciones que              

se dieron de manera incidental a las 15 victimas mortales no fueron consecuencia de una               

política de separación, aislamiento, persecución o cualquier otra que desvirtuara el carácter            

incidental del daño colateral producido en algunos miembros de esta población civil, que             

permitiera evidenciar un elemento de distinción.  

Con respecto a ​los medios utilizados​, dichos fueron ejecutados por robots para reforzar el              

mantenimiento de la diferencia entre civiles y combatientes, que pertenecían al armamento            

del Estado de Lot, empleados con fines de “cooperación” con el Estado de Pasco, para el                

sostenimiento de la seguridad en el desarrollo de las actividades de la multinacional             

TRANSLOT y la soberanía de Pasco. Estas armas no se encontraban prohibidas por el DIH y                14

los Presidentes de Lot y Pasco verificaron sus condiciones de uso conforme lo exige el artículo                

36 del PA I . 15

En relación con la población Aguaí (alrededor de 7000 ) y las víctimas efectivas (15)              16

producidas por el daño colateral, estas nos indican que no existió un diseño de ataque ​contra                

una población civil como una política de la operación, pues de haber sido así, se evidenciaría                

la existencia de una proporción mayor de las victimas. Una circunstancia ineludible de             

analizar es el nexo causal directo, entre la operación desplegada con la inteligencia artificial y               

las victimas como población civil, ya que existió una resistencia que se oponía a la injerencia                

de los robots en el pueblo, desconfigurando el elemento contextual señalado, sin que esto              

justifique las consecuencias presentadas en el ámbito de la reparación. 

En conclusión, de la información y evidencia aportada por la Fiscalía a esta Corte, no se                

suministraron bases que permitan una inferencia razonable sobre la existencia de un ataque             

dirigido contra una población civil en territorio Aguaí en el Estado de Pasco, entre los meses                

14 Vid., HC, para. 20-26.  

15 Vid, HC 21(e) y 22. 
16 Vid., HC, para. 26 
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de diciembre de 2014 a marzo de 2015, como consecuencia de: i) la licitud del fin de la                  

operación militar dirigida exclusivamente a los miembros del GrupTA; ii) la protección de la              

soberanía territorial del Estado de Pasco y el orden publico; iii) la ausencia de distinción de la                 

población civil victima incidental de la operación militar por criterios de nacionalidad, etnia,             

religión u otra característica distintiva; iv) La existencia de un nexo de causalidad directo entre               

las victimas civiles y las acciones de resistencia o agresión contra los robots; v) la precaución                

de los medios utilizados, al haberse dotado a los robots del principio de distinción entre               

combatientes y civiles; y (vi) la consecuencia de las 15 víctimas mortales como daño colateral               

e incidental de la operación militar. 

(1.2) Inexistencia de una política de Estado 

Según el artículo 7(1) ER, el ataque contra una población civil debe ejecutarse “de              

conformidad con la política de un Estado (…) de cometer esos actos o para promover esa                

política”. Los Elementos de los Crímenes indican que la “política de cometer un ataque de ese                

tipo requiere que el Estado (…) promueva o aliente activamente un ataque contra una              

población civil.”  17

En virtud de lo anterior, se evidencia que nunca existió una política diseñada a atacar una                

población civil, lo cual se reafirma con las declaraciones hechas por los Presidentes de Lot y                

Pasco, en donde se ve que la intención de la acción es tendiente a la desarticulación de los                  

miembros del GruPTA . pues la misión de los robots fue exclusivamente eliminar a los              18

miembros de dicho grupo.  

Los criterios establecidos por la CPI en cuanto al requisito de la política, indican que: a) las                 

operaciones debe llevarse a cabo en cumplimiento de una política común donde se involucren              

recursos públicos o privados; b) debe efectuarse por grupos que gobiernan un territorio             

específico o por una organización que tenga la capacidad para cometer un ataque generalizado              

17 Cfr., EC, introducción al artículo 7, para. 3.  

18 Vid., HC, para. 24 
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o sistemático contra una población civil; y c) no se requiere estar definida o formalizada               

explícitamente (de hecho, un ataque que se planea, se dirige u organiza –en contraposición a               

los actos espontáneos o aislados de violencia- satisface este criterio particular) .  19

En la presente situación como es común en toda operación militar dirigida por un Estado               

existen recursos públicos y un control del territorio, esto no quiere decir que toda acción               

destinada a la legitimación de la soberanía o al mantenimiento del orden publico dentro del               

mismo territorio sea considerada un CLH, pues la operación nunca se dirigió en contra de una                

población civil.  

Si bien las fuerzas armadas de Pasco se pusieron a disposición militar del Estado de Lot,                

quienes intervinieron directamente en la búsqueda del GruPTA, fueron los robots desplegados            

en las selvas pasquenses, puesto que el ejército pasquense no hizo presencia efectiva en dicho               

territorio al no tener la capacidad, el entrenamiento militar o los medios efectivos para              20

conocer la cordillera pasquense y por ende para lograr desarticular a los disidentes             

combatientes.  

El fin legitimo de la operación demuestra que no existió una política determinada contra los               

Aguaí, sino exclusivamente contra los combatientes del GruPTA, pues la afectación a la             

población civil sucedió como parte de una acción incidental que no fue referenciada como un               

objetivo político y por ende se comprende como daño colateral.  

En conclusión, no hay motivos razonables para creer que los hechos aquí investigados fueron              

cometidos de conformidad con la política de un Estado para atacar una población civil, por las                

siguientes razones: (i) dentro de la planificación de la operación solamente se determinó como              

objetivo militar a los miembros armados disidentes del GruPTA; (ii) en el diseño de la política                

de la operación militar nunca se estableció como objetivo la población civil o una población               

19 Cfr., Fiscalia vs. Katanga & Ngudjolo, ibíd; Vid. Bemba, ibíd.; Kenia, autorización, CPI, 31/marzo/2010, para.                
84-87; Kenyatta et al, confirmación, CPI, 23/enero/2012, para. 111; Ruto et al, confirmación, CPI,              
23/enero/2012, para. 210.  

20 Vid., HC, para. 19  
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civil distinguida por características diferenciables como la etnia, o nacionalidad; (iii) la            

finalidad de la operación fue siempre la seguridad del Estado de Pasco y la garantía del                

ejercicio de derechos y libertades dentro de su territorio. 

(1.3) Ausencia de generalidad y sistematicidad del ataque 

La referencia a la generalidad o sistematicidad del ataque se ha interpretado como la exclusión               

de los actos fortuitos o aislados de violencia de la noción de CLH , igualmente se ha                21

considerado que, únicamente el ataque, y no los actos individuales imputados, debe ser             

generalizado o sistemático .  22

El elemento sistemático, refiere a la “naturaleza organizada de los actos de violencia y a la                

improbabilidad de su ocurrencia al azar” . ​Adicionalmente se ha indicado, que la existencia de              23

una política de Estado es un elemento del cual puede inferirse el carácter sistemático del               

ataque . En el presente caso al no existir una política de ataque contra una población civil, no                 24

podría hablarse de sistematicidad ni generalidad, ya que la misma política excluye los actos              

esporádicos o aislados , las consecuencias presentadas ocurrieron como parte de actos           25

incidentales y al azar con ocasión de la persecución a los miembros del “GruPTA” y no como                 

parte de una planeación especifica contra la comunidad Aguaí.  

21 Cfr., Fiscalia vs. Ahmad Harun & Ali Kushayb, orden de comparecencia, CPI, 27/abril/2007, para. 62. Vid.                 
Rutaganda, sentencia, TPIR, 6/diciembre/1999, paras. 67-69; Vid., Kayishema y Ruzindana, juicio, TPIR            
21/mayo/1999, para. 122-123. Caso La Cantuta contra Perú, Corte IDH, fondo, reparaciones y costas, sentencia               
de 29 de noviembre de 2006, para., 82. 

22 Cfr., Apertura de Investigación en Kenia, CPI, 31/marzo/2010, para. 94. Vid., Kordic y Cerkez, apelación de                 
sentencia, TPIY, 17/diciembre/2004, para. 94; Vid., Blaskic, apelación, TPIY,  29/julio/2004 para. 101. 

23 Cfr., Fisclia vs. Ahmad Harun & Ali Kushayb, orden de comparecencia, 27/abril/2007, CPI, para. 62. Cit.,                 
Kordic & Cerkez, apelación, TPIY, 17/diciembre/2004, para. 94. Vid., Katanga & Ngudjolo, id., para. 394 

24 Cfr.,  Fiscalia vs. Ahmad Harun & Ali Kushayb, ibíd. 

25 Cfr., República de Kenya, apertura de investigación, CPI, 31/03/2009, para. 84.  
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El elemento generalizado, se refiere a la “naturaleza a gran escala del ataque y al número de                 

víctimas resultante” ​, ​sin ser el análisis exclusivamente cuantitativo, sino que debe estar            26

constituido por una multiplicidad de conductas, ser frecuente y ser llevado a cabo             

colectivamente con una seriedad considerable . 27

Los hechos ocurridos en el Estado de Pasco no pueden ser constitutivos de un ataque               

generalizado, ya que no existió una multiplicidad de ataques en contra de los Aguaí pues este                

único suceso ocurrió con ocasión de un daño colateral al enfrentarse un grupo de la población                

a los robots armados que combatían los miembros del grupo armado disidente. 

La defensa resalta que en la presente situación no hay frecuencia ni intensidad, ya que los                

actos presentados que pudiesen ocasionar perjuicios en la comunidad Aguaí no fueron            

constantes, continuados ni mucho menos permanentes, sino que fueron esporádicos como           

consecuencia de la operación en contra de los miembros del GruPTA. 

 (1.4) inexistencia del nexo entre el acto individual y el ataque 

Se sostiene que el nexo entre los actos individuales comprendidos en el ámbito del artículo               

7(1) ER y el ataque puede inferirse de: i) la coincidencia geográfica y temporal del ataque y                 

los crímenes; ii) el hecho de que los perpetradores fueron los autores de los crímenes; y iii) la                  

naturaleza prolongada de los ataques, que demuestran “un patrón de conducta atribuible al             

Estado”.   28

De conformidad con la información recopilada, no se puede corroborar la existencia del nexo              

entre los actos individuales organizados mediante una política diseñada por los Presidentes de             

Pasco y Lot y el ataque, pues como se ha reiterado no existió un ataque en contra de ​una                   

población civil​, sino que las operaciones realizadas siempre estuvieron destinadas a la            

26 Cfr., Fiscalia vs. Ahmad Harun & Ali Kushayb, ibíd. Vid. Bemba, confirmación de cargos, CPI, 15/junio/2009,                 
para. 83.  

27 Cfr., Fiscalia vs. Katanga & Ngudjolo, confirmación de cargo, CPI, 30/septiembre/2008, para. 395-398;              
Bemba, ibíd. Vid. Akayesu, juicio, 2/septiembre/1998, para. 580. 

28 Cfr., Costa de Marfil, autorización de investigación, CPI, 3/octubre/2011, para. 87-88. 
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desarticulación del GruPTA, para garantizar la seguridad y la integridad del orden público por              

lo que la coincidencia de tiempo, modo y lugar en la que los robots actuaron no se evidencia                  

como parte del contexto, y por tanto no es atribuible a estos dos lideres de Estado alguna                 

conducta enmarcada como CLH.  

Los robots solo se internaron en las localidades Aguaí, hasta el 1 de febrero de 2015 para                 

continuar con la búsqueda del integrantes del GruPTA, situación que evidenció la ausencia de              

la prolongación del presunto ataque, pues las maquinas habían iniciado la operación militar el              

22 de diciembre del 2014 , situación que ocurrió de manera accidental en el transcurso de la                29

ejecución del plan dirigido a proteger la soberanía del Estado de Pasco.  

(1.5) Conocimiento de dicho ataque  

En virtud del artículo 7(1) ER y los EC, ​se requiere que los presuntos actos cometidos por el                  30

perpetrador se realicen con “conocimiento del ataque”, de tal forma que “el autor haya tenido               

conocimiento de que la conducta era parte de un ataque generalizado o sistemático contra una               

población civil”. La jurisprudencia de la CPI ha entendido esta frase en el sentido de que el                 

autor haya tenido conocimiento de que había un ataque contra una población civil, y que sus                

actos eran parte de ese ataque . 31

Asimismo, se ha entendido que el conocimiento del ataque y la consciencia del autor de que su                 

conducta era parte de tales ataques puede inferirse de pruebas circunstanciales, tales como: i)              

la posición del acusado en la jerarquía militar; ii) la importancia del rol que haya asumido el                 

autor en la campaña militar; y iii) el entorno histórico y político general en el que se                 

produjeron los actos .  32

29 Vid., Hechos del caso, para. 25-26 

30 Vid., EC, introducción al artículo 7, para. 2. 

31 Cfr., Fiscalia vs. Katanga & Ngudjolo, id., para. 401. Cit., Kordic and Cerkez, id., para. 99; Blaskic, apelación,                   
29/julio/2004, TPIY, para. 124; Semanza, juicio, TPIY, 15/mayo/2003, para. 332.  

32 Cfr., Fiscalia vs. Katanga & Ngudjolo, id., para. 402. 
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En virtud de la información allegada, se indica que no existen motivos fundados para creer que                

los presidentes de Pasco y Lot conocían que la operación militar ejecutada se configuraba en               

el contexto de un ataque contra una población civil, pues la posición que determina el rol de                 

Jefe de Estado no es suficiente para inferir que ellos podían conocer que las maniobras               

desplegadas por los robots hacían parte de un hecho global para ordenar el ataque y diseñar la                 

estrategia militar que estaba destinada a la desarticulación de los miembros del GruPTA iba a               

afectar en alguna medida a la población civil Aguaí.  

En cuanto al entorno histórico y político, es menester resaltar que el GruPTA, había realizado               

ataques constantes en contra de la empresa TRASLOT, lo cual no permitía desarrollar el curso               

normal de sus actividades, hecho que se convirtió en materia de relevancia internacional, al              

este grupo disidente atacar indiscriminadamente las instalaciones de esta empresa, por lo que             

el Gobierno de Pasco, solicitó al gobierno de Lot, la cooperación para desarticular este grupo               

criminal.  

El conocimiento de que las acciones perjudicaron a la población Aguaí, victimizándolas,            

nunca se dio, ya que los Presidentes tenían la conciencia de que las operaciones se estaban                

ejecutando en contra de miembros del GruPTA, mas nunca contra la población civil.  

 

(2). ELEMENTOS ESPECÍFICOS DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD  33

2.1 Del  presunto asesinato:  

En términos de los Elementos de los Crímenes, es menester señalar que se exige demostrar               

que el comportamiento tuvo lugar en el contexto de un ataque sistemático y generalizado              

contra una población civil y que el autor tenía el conocimiento de que sus actos se inscribían                 

en dicha conducta, pero en el presente caso, las acciones no constituyeron en ningún momento               

un ataque en contra de una población civil, siempre fue contra combatientes del GruPTA, y las                

víctimas fueron consecuencia de un hecho incidental, mas no de un hecho global, es decir, fue                

33 Vid., Elementos de los Crímenes de Lesa Humanidad.  
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un daño colateral. Para la configuración de la conducta individual se requieren los siguientes              

elementos:  

(i) Elementos objetivos: 

Con el fin de determinar que el asesinato puede ser atribuible a los responsables de la presente                 

situación, se deberá comprobar que las víctimas son resultado de la conducta del acusado, en               

relación al nexo de causalidad entre el comportamiento y el resultado . Para ello no será               34

necesario demostrar que los cuerpos de las víctimas han sido encontrados, sino se podrá              

aportar la manera como se presentaron las circunstancias de la muerte de las víctimas .  35

Siendo así, y conforme a los elementos de los crímenes se señala que ​(i) el autor debe haber                  

dado muerte a una o más personas​, se evidencia claramente que las operaciones y órdenes               

realizadas de forma conjunta por los Presidentes de Lot y Pasco, con el uso de armas robóticas                 

estuvieron siempre destinadas a la protección de la soberanía y seguridad del Estado de Pasco,               

mas nunca se ordenó el asesinato de civiles y mucho menos se configuró ​(ii) un ataque                

sistemático y generalizado​, por la ausencia de la gran escala de los hechos, ya que nunca                

fueron el objetivo principal.  

(ii) Elementos Subjetivos  

La Defensa señala que en cuanto a los elementos subjetivos, para la configuración del              

asesinato, conforme al artículo 30 ER, los presidentes de Pasco y de Lot, no tenían ​(iii) el                 

conocimiento ni la intención de realizar ninguna operación que tuviese como fin último atacar              

o generar daños al pueblo de la comunidad Aguaí, ya que como ha quedado señalado y por las                  

declaraciones publicas hechas, siempre el hecho global o el objetivo final estuvo destinado a la               

desarticulación de los grupos armados ilegítimos, que ejecutaban actos terroristas en contra de             

la empresa TRASLOT. 

34 Cfr. Fiscalia vs. Germain Katanga, Juicio, 7/03/2014, par. 766; Vid., Bemba, id par. 132. Cfr., TPIY, La                  
Fiscalía c. Delalić, Jugement, 16 novembre 1998 par. 424.  

35  Cfr. Fiscalia vs. Germain Katanga, Juicio, 7/03/2014, par. 768. 

20 
 



2.2 De la presunta deportación o traslado forzoso de la población  

(i) Elementos objetivos  

El artículo 7 (2)(d) ER hace referencia a ​la “deportación o traslado forzoso de población”               

como el desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expulsión u otros actos             

coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el DI.               

Asimismo l​a Defensa resalta, que los EC, señalan unas circunstancias concretas para la             

configuración de la conducta como son:  

(i)Que el autor haya deportado o trasladado por la fuerza, sin motivos autorizados por el              

derecho internacional y mediante la expulsión u otros actos de coacción, a una o más               

personas a otro Estado o lugar​. En el presente caso, se evidencia que en ningún momento, se                 

buscó causar ningún tipo de perjuicios a la población civil, mucho menos desplazarla de sus               

tierras ancestrales, no existió ninguna orden legítima, coacción, expulsión, ni algún medio            

idóneo que generará el desplazamiento de la población Aguaí, siendo entonces una imputación             

temeraria y no coherente con los hechos del caso.  

(ii) Que esa o esas personas hayan estado presentes legítimamente en la zona de la que fueron                 

deportadas o trasladadas. ​Efectivamente el pueblo Aguaí se encontraba legítimamente en sus            

tierras, y nadie buscó sacarlos o quitarles sus propiedades, ya que son su forma de vida y                 

sustento.  

(iii) Que la conducta se haya cometido como parte de un ataque generalizado o sistemático               

dirigido contra una población civil. ​La defensa resalta, como ha quedado demostrado en el              

transcurso del presente memorial, que nunca existió un ataque en contra de una población, ​la               

orden siempre fue clara​ y era desarticular a los miembros del GruPTA.  

 

 

(ii) Elementos Subjetivos  
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(iv) Que el autor haya sido consciente de las circunstancias de hecho que determinaban la               

legitimidad de dicha presencia. ​La Defensa resalta que los Presidentes de Lot y Pasco,              

siempre fueron consientes de la presencia del pueblo Aguaí y de la legitimidad sobre la               

presencia en estos terrenos, pero precisamente por ello, las ordenes siempre se dieron en              

contra del GruPTA y no contra ellos, siendo así irrelevante esta circunstancia fáctica en la               

presente situación y mucho más cuando en el presente caso no se tenia (v) el conocimiento de                 

que la conducta era parte de un ataque generalizado o sistemático dirigido contra una              

población civil o haya tenido la intención de que la conducta fuera parte de un ataque de ese                  

tipo. ​Al no existir dicho ataque, no se puede hablar del elemento subjetivo. 

2.3 De la presunta persecución  

(i) Elementos Objetivos:  

El artículo 7(2)(g)ER entiende por “persecución” la privación intencional y grave de derechos             

fundamentales en contravención del DI en razón de la identidad del grupo o de la colectividad​,                

que en el presente caso no se da, ya que nunca se buscó privar o atacar al pueblo Aguaí y la                     

orden siempre fue individualizada en contra del GruPTA. La configuración de ésta conducta             

requiere:  

(i) ​Que el autor haya privado gravemente a una o más personas de sus derechos               

fundamentales en contravención del derecho internacional​, en el presente caso, es menester            

resaltar que la comunidad Aguaí en ningún momento se vio restringida en sus derechos, si               

bien existieron víctimas, fue el resultado de un daño colateral, mas nunca de una acción               

intencional. 

(ii) Que el autor haya dirigido su conducta contra esa persona o personas en razón de la                

identidad de un grupo o colectividad o contra el grupo o la colectividad como tales. ​En el                 

presente caso, no se puede determinar que existieron ataques dirigidos en contra de algún              

grupo poblacional distinguido por u filiación a la identidad de un grupo o colectividad, sino               

que por el contrario fueron concretizadas en contra de combatientes legítimos del GruPTA que              
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amenazaban con la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad , por los ataques               36

terroristas que realizaban en contra de la empresa Traslot y el Estado de Pasco.  

(iii) ​Que la conducta haya estado dirigida contra esas personas por motivos políticos,            

raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos o de género, según la definición del            

párrafo 3 del artículo 7 del Estatuto, o por otros motivos universalmente reconocidos como              

inaceptables con arreglo al derecho internacional. ​En el presente caso, el único interés de las               

operaciones en contra de los combatientes legítimos del GruPTA, era su desarticulación por             

generar una inestabilidad social y económica en el país por sus constantes ataques terroristas a               

las empresas que desempeñaban sus actividades allí, por lo que no se puede configurar la               

concordancia de ninguno de los elementos mencionados en el requisito de la persecución.  

(iv) Que la conducta se haya cometido en relación con cualquier acto de los señalados en el                 

párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto o con cualquier crimen de la competencia de la Corte,                 

como quedó señalado en el numeral 1 del presente documento, no se configuró en el presente                

caso un contexto de CLH por lo que no se puede haber ​(v) cometido como parte de un ataque                   

generalizado o sistemático dirigido contra una población civil. 

(ii) Elemento Subjetivo  

(vi) Que el autor haya tenido conocimiento de que la conducta era parte de un ataque               

generalizado o sistemático dirigido contra una población civil o haya tenido la intención de              

que la conducta fuera parte de un ataque de ese tipo, ​en el presente caso y conforme a los                   

hechos del caso, se destaca que los presidentes de Pasco y Lot, nunca tuvieron el conocimiento                

de los perjuicios que se ocasionaron en contra de la comunidad Aguaí, mucho menos la               

sistematicidad o generalidad, como ha quedado bastado en el análisis de la inexistencia de los               

elementos contextuales del CLH.  

 

36 Siendo estos los intereses que busca proteger la CPI, establecidos en el preámbulo del Estatuto de Roma.  
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2.4 De la inexistencia de otros actos inhumanos  

(i) Elementos Objetivos 

(i) ​Que el autor haya causado mediante un acto inhumano grandes sufrimientos o atentado              

gravemente contra la integridad física o la salud mental o física, ​en el presente caso no se dio                  

ningún acto inhumano, todo lo contrario, fueron actos destinados a velar por la seguridad y la                

paz de todo el Estado de Pasco, mucho menos entonces se puede hablar de la generación de                 

sufrimientos graves a la salud mental o física.  

(ii) Que tal acto haya tenido un carácter similar a cualquier otro de los actos a que se refiere                   

el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto, ​en el presente caso, no se da en ningún momento la                   

configuración de alguna de las conductas descritas en el artículo 7(1)ER, mucho menos se da               

en el marco de un ​(iii) ataque generalizado o sistemático dirigido en contra de una población                

civil, ​como quedó ampliamente abarcado en la sección primera del presente escrito, en cuanto              

al análisis de los elementos contextuales del CLH.  

(ii) Elementos subjetivos  

(i) Que el autor haya sido consciente de las circunstancias de hecho que determinaban el               

carácter del acto​, en el presente caso, los autores tenían el pleno conocimiento que la selva                

pasquense era parte del territorio ancestral del pueblo Aguaí y que su cultura radicaba en la                

tierra, además de ser una minoría reconocida. ​(ii) Que el autor haya tenido conocimiento de               

que la conducta era parte de un ataque generalizado o sistemático dirigido contra una              

población civil o haya tenido la intención de que la conducta fuera parte de un ataque de ese                  

tipo, ​como se bastó anteriormente al no configurarse un contexto de CLH no se cumple con                

éste requisito. Al estar identificada la población Aguaí como una comunidad reconocida, las             

acciones siempre se dirigieron en contra del GruPTA, por lo que la imputación de otros actos                

inhumanos en contra de la población Aguaí, es inadecuada y no se adapta a los requisitos                

exigidos por la CPI para su admisión, ya que nunca fueron el objetivo principal.  
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3. INEXISTENCIA RELEVANTE DE​ ​UN DAÑO PSICOLÓGICO 

PRESUNTAMENTE GENERADO A LOS MIEMBROS DEL PUEBLO AGUAI, POR 

LA UTILIZACION DE ROBOTS CON PLENA AUTONOMI​A AL  APLICAR EL 

ANÁLISIS DE PROPORCIONALIDAD ENTRE VENTAJA MILITAR Y DAÑOS 

CIVILES COLATERALES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51 DEL PROTOCOLO 

ADICIONAL I  

La operación militar ejecutada por parte del Estado de Pasco con colaboración del Estado de               

Lot utilizando robots, se ampara en el deber jurídico de actuación de los estados para proteger                

los derechos y libertades constitucionalmente establecidos, siendo entre ellos la garantía del            

mantenimiento del orden público en sus territorios. Lo anterior con fundamento en la             

necesidad de poner fin a las agresiones violentas generadas por el Grupo armado disidente              

GRUPTA, así como neutralizar los ataques a la seguridad del Estado.  

En consecuencia, dichas operaciones se comprendieron dentro de los límites del principio de             

necesidad militar, el cual le otorga la posibilidad a los Estados de desplegar el uso de la fuerza,                  

que no esté proscrita por el DI (toda vez que el uso de robots, no se encuentra prohibido por la                    

legislación internacional), habiendo sido necesarias y proporcionadas para lograr detener los           

actos de violencia con el menor costo posible de vidas humanas y recursos económicos, contra               

la organización armada disidente que tuvo como objetivo afectar la seguridad nacional, todo lo              

cual fue realizado por parte de las naciones citadas debido a que a la acción militar desplegada                 

por estos buscaba recuperar el control en su circunscripción  en el menor tiempo posible.  37

En cuanto a los medios utilizados, es pertinente señalar que los estados partes, vinculados a los                

Convenios de Ginebra, determinaron previamente a su utilización las condiciones restringidas           

37 López, Patricia, “Principios fundamentales del derecho internacional humanitario, [En línea],CIDH, Revismar,            
2009, Disponible en [Consulta: 11.04.2015]. 
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a la neutralización de los miembros disidentes del GRUPTA, conforme lo establece el artículo              

36 del PA I .  38

Si bien la CPI no ha definido un concepto de “daño” en el ER, se ha dejado claro en su                    

jurisprudencia que este debe ser interpretado conforme los lineamientos del DDHH . Bajo            39

este análisis del cual se ha ocupado la CorteIDH, el identificar un daño psicológico              

presuntamente cometido contra la población Aguaí, tendría que adecuarse a la realización de             

graves “sufrimientos y aflicciones causados por la trasgresión y menoscabo de valores muy             

significativos para las personas en cualquier alteración, de carácter no pecuniario, en las             

condiciones de existencia de las víctimas”.   40

En las reglas del enfrentamiento (ROE) , no era previsible establecer que la presencia de los                41

robots, pudiesen generar temor en la población civil, que pudiese ser considerado como daño              

psicológico, toda vez que si bien se trata de una población ancestral, la misma había tenido                

contacto, por casi dos décadas atrás con tecnología de alta sofisticación como lo era las               42

máquinas para la extracción minera en su población.  

Respecto de la proporcionalidad, está ha sido entendida como aquel índice que se da entre la                

ventaja militar y los daños colaterales, es decir, se da en una connotación matemática , la cual                43

en el presente caso se logra vislumbrar porque como resultado de las operaciones se logró               

desmantelar toda una organización armada disidente que amenazaba la seguridad estatal y la             

38 Vid., Asamblea General de Estados Partes de las Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos 23° sesión,                 
Documento A/HRC/43/47, 9 de abril de 2013. Para. 106.  

39 CPI, Situación en la República Democrática del Congo, Decisión sobre la representación y participación de las                 
víctimas, 17/01/2006, par. 81  

40 CIDH, Argüelles y otros vs. Argentina, Excepciones Preliminares,  20/11/2014, para. 286 

41 Fernández, José, “Reglas de Enfrentamiento (ROE), (En línea), defensesociale, 2008, disponible en:             
http://www.defensesociale.org/warandpiece/15.pdf​ (consulta: 03.04.2015). 

42 Vid., HC, 16.  

43 46 Guisández, Javier, “El principio de la Proporcionalidad y de los daños colaterales desde un punto de vista                   
práctico”, (En línea), Cruz Roja, 2011. Disponible en: http://www.cruzroja.es/dih/pdfs/temas/2_6/2_6.pdf         
(consulta: 01.04.2015). 
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garantía de derechos como la paz y el bienestar de todo el Estado de Pasco, obteniendo una                 

ventaja militar contundente; en relación con los daños colaterales generados, se presenta una             

relación mínima respecto de la población general Aguaí, ya que la evidencia presentada denota              

la existencia de 7000 personas aproximadamente en la comunidad, y tan solo 15 fueron las               

víctimas mortales, situación que esclarece radicalmente que si las operaciones estuviesen           

dirigidas en contra de la población civil, las víctimas resultantes serían mayores de las              

presentadas.  

Con relación al desplazamiento de la población Aguaí, es importante volver a recalcar que              

estos efectos incidentales, de la utilización de robots cuya presencia generó temor en la              

población civil, no eran previsibles, conforme a la determinación del comportamiento de estas             

máquinas en la nanotecnología empleada para su programación, la cual fue alimentada            

exclusivamente en el respeto a las reglas del DIH. Los hechos desencadenantes de la violencia               

en algunos escasos miembros de la población Aguaí fueron generados por la lectura de estas               

máquinas, respecto de la agresión recibida de los pobladores. 

La Fiscalía no ha suministrado evidencia que permita establecer que en el desarrollo de la                

operación militar se haya realizado un sólo ataque contra población civil que no hubiese              

realizado conductas de hostilidad y agresión contra los robots, esto es, la población civil que               

residía pacíficamente en su comunidad. Por tanto la respuesta del desplazamiento colectivo, de             

esta población no puede ser atribuida como desproporción a la operación militar, sino como un               

hecho desencadenado por factores sociológicos, y psicológicos imprevisibles en el          

planeamiento de la operación militar, respecto del temor de la población civil cuando avistaron              

las maquinas cumpliendo funciones de observación o persecución a los miembros del            

GruPTA, imprevisibilidad derivada del contacto de esta comunidad con el avance,           

tecnológico de la explotación minera en su región, lo que no hacía al momento de la                

planeación como una posibilidad de choque en la cosmovisión de los miembros del pueblo              

Aguaí.  

27 
 



Esto no quiere decir, que eventualmente no pueda existir una responsabilidad en el ámbito de               

la reparación a las víctimas por parte de los estados de Lot y Pasco, asunto que no es del                   

resorte de ésta decisión, existiendo instancias internacionales como la CorteIDH.  

 

 

4. SI LOS DAÑOS CIVILES COLATERALES PUEDEN O NO SER 

CONTABILIZADOS COMO VIOLENCIA CONTRA LA POBLACIÓN CIVIL A LOS 

EFECTOS DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD 

 

Es necesario resaltar el artículo 51(2) del PA I, establece una prohibición clara a todos               

aquellos actos que tengan como finalidad amenazar o amedrentar la población civil, con el fin               

de protegerlos, pero conforme al elemento subjetivo de las operaciones, es decir, su finalidad,              

se observa claramente que fue dirigido contra el GRUPTA, y no existió el conocimiento ni la                

intención de causar graves sufrimientos a la población civil, y como consecuencia de ello,              

nunca hubo una amenazada directa e inminente en contra de los Aguaí.  

En razón de lo anterior, al no existir un contexto de CLH, no se puede contabilizar la                 

violencia, como un crimen de competencia de esta corte, además de ello, porque el requisito               

para la configuración de un crimen es el conocimiento, pero los daños colaterales, fueron              

incidentales y fuera de la órbita de intencionalidad, por lo que la misma naturaleza de la                

figura, excluye la concurrencia con un CLH. 

 

5. DE LOS PRESUNTOS “MÁXIMOS RESPONSABLES” DE LOS DELITOS DE 

LESA HUMANIDAD PRESUNTAMENTE COMETIDOS CONTRA LOS 

INTEGRANTES DEL PUEBLO AGUAÍ EN SU TERRITORIO ANCESTRAL 
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Conforme a la atribución de la categoria de máximos responsables, que ha sido enunciada por               

la oficina del Fiscal, se advierte la necesaria existencia de una relación directa entre las               

conductas de los que fueron categorizados como máximos responsables (presidentes de Pasco,            

Lot y representantes de TRASLOT) y los presuntos crímenes internacionales, cuya           

investigación se solicita. Se debe distinguir entonces la diferencia entre la posibilidad de             

acción militar dentro de un Estado de Derecho en defensa del orden público y de unos                

principios y garantías constitucionales, con la posibilidad de colaboración y coperacion en            

defensa entre estados contra un fenomeno desestabilizante que afecta intereses comunes,           

asimismo entre la solicitud inminente de protección de un particular para el ejercicico de una               

actividad economica lícita y protegida por el mismo Estado.  

El ejercicio dentro del marco interno del DI de estas facultades y su posibilidad de acción                

dentro de un planeamiento como el que efectivamente se efectuó, poniendo de presente la              

diferenciación de los principios de distinción entre población civil y combatienetes y los daños              

incidentales generados por la necesidad de neutralizar los ataques desestabilizantes, contra el            

ejercicio libre y protegido de una actividad económica fundamental para el sostenimiento del             

Estado, no pueden ser categorizados como un crimen internacional.  

En conclusión, la categoría de máximos responsables se predica de manera directa de la              

posición funcional, en la dirección política o militar de un Estado u organización, con respecto               

de manera exclusiva en la comisión de un crimen internacional. Sin embargo, ésta categoría no               

puede ser confundida con las facultades que tienen los jefes de Estado de accionar el aparato                

militar o de colaborar con otros estados en defensa de garantías, principios o derechos,              

protegidos constitucionalmente al interior de los estados y también por el DI como la              

soberanía del territorio o la autodeterminación política del Estado .  44

 

44 Crf., ONU, “Carta de las Naciones Unidas”, (En línea) disponible en:            
http://www.un.org/es/documents/charter/index.shtml​, (consulta: 11/04/2015).  
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6. ANÁLISIS DE LAS FORMAS DE RESPONSABILIDAD PENAL PREVISTAS EN 

LOS ARTÍCULOS 25 Y 28 DEL ER  

Sea lo primero advertir, que la inexistencia de un crimen de competencia de esta honorable               

Corte, conforme al artículo 5 ER, imposibilita la configuración de la responsabilidad penal             

individual en la presente situación a la luz de la CPI, debido a la ausencia de un contexto de                   

CLH y la no trascendencia de los daños para la comunidad internacional en su conjunto. Aun                

así, en aras de reafirmar lo dicho, se pasará a hacer un análisis de las formas de                 

responsabilidad del ER:  

 

6.1 La no existencia de determinación de TRANSLOT 

La defensa advierte que la responsabilidad adjudicada a los representantes de la transnacional             

en modalidad de determinadores según el art 25 3 (b) ER no se puede atribuir, toda vez que la                   

manifestación que realizó la corporación a el Estado de Lot solicitando ayuda en la contención               

de los sabotajes, tiene un fundamento legítimo y un objeto lícito expresado en la intención de                

salvaguardar los intereses de la industria que opera en Pasco. 

La transnacional TRASLOT nunca desplegó conductas tendientes a atacar a la población            

Aguaí, pues tenia como legítimo propósito, el continuar con el desarrollo de sus funciones              

productivas que se habían visto en un 80% reducidas por las acciones de sabotaje realizadas               

por los miembros del GruPTA , como consecuencia de estos actos de vandalismo, esta             45

empresa propone una cooperación internacional entre Pasco y Lot, todo esto con el fin de               

desarticular a los miembros GruPTA  y así poder continuar con sus actividades económicas. 46

De igual manera la supuesta inducción a la que fue sometida el presidente de Lot es                

improbable toda vez que i) una solicitud formal que pretende contrarrestar sabotajes            

disidentes, no puede ser considerada un acto de influencia para la materialización de un              

45 Vid., HC, para. 18  

46 Vid., HC, para. 20  
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crimen; ii) la misiva hecha al Presidente de Lot no estaba dirigida con la intención de influir la                  

puesta en marcha de un ataque criminal, pues fue una manifestación de la voluntad de               

cooperación lícita; iii) los representantes de la empresa TRANSLOT no tenían conciencia que             

en el momento de solicitar colaboración para la defensa de sus instalaciones en Pasco, en el                

ordinario curso de los acontecimientos se pudieran cometer actos criminales.  47

6.2 La no existencia de coautoría de los presidentes de Lot y Pasco: 

La defensa resalta que los Presidentes de Lot y Pasco no son responsables según el art 25(a)                 

ER, ya que según la composición de la coautoría, esta debe demostrar que los Presidentes               

tuvieran el control sobre el dominio de los robots, y que de esta manera no estaba en su                  

facultad la frustración de un ataque, pues al no tener el control sobre el hecho, el daño                 

producido por los robots se hubiese presentado de igual manera en el ordinario curso de los                

acontecimientos . 48

Elementos Objetivos: 

1. La no existencia de un acuerdo o plan común entre dos personas 

La defensa advierte que el plan militar, debe tener un elemento de criminalidad , y en razón                49

de que el presidente de Pasco no era consciente del riesgo que se podría generar con la                 

ejecución del plan común de cooperación militar, ya que nunca conoció el tipo de tecnología               

que se utilizaría, ni las implicaciones que podrían tener, no se podría afirmar que su voluntad                

se dirigía a realizar un acuerdo común que comprendía un elemento de criminalidad. 

El presidente de Lot al autorizar el uso de tecnología avanzada en el territorio Aguaí, tenía                

como único propósito el de cooperar militarmente con Pasco por la difícil situación de orden               

público que estaban atravesando, utilizando así tecnología robótica caracterizada por operar de            

manera más confiable que un humano, y contrarrestar al máximo cualquier daño colateral que              

47 Cfr, Fiscalia vs. Bosco Ntaganda, Confirmación de cargos ,CPI, 09/06/2014, para. 153 

48 Cfr, Fiscalía vs Tomas Lubanga Dylo. Veredicto, CPI, 14/03/ 12, para. 922 

49 Cfr., Id. Para. 924. 
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pudieran ocasionar. En ninguna instancia el objetivo del plan contenía un elemento de             

criminalidad, situación que necesariamente debe estar ligada al contenido del plan común, no             

evidenciado en este caso. 

2. La no existencia de contribución esencial  

El aporte que realiza cada persona debe estar ligada de conformidad con el plan común , por                50

esta razón la defensa advierte que el plan de cooperación militar no se dirigía contra la                

población Aguaí, si no ha contrarrestar los efectos de sabotaje realizados contra las             

transnacionales que operan en la cordillera. Asimismo es insuficiente afirmar que los            

presidentes de Lot y Pasco, al desplegar este plan de cooperación militar, contribuyeran de              

manera eficaz y necesaria a la materialización de los elementos de los crímenes, ya que su                

conducta está aislada de los hechos consecutivos que ocasionaron los daños.  51

El papel logístico y organizativo de los indiciados como co-perpetradores a las que se refiere               

puntualmente la coordinación y colaboración en las operaciones militares, es irrelevante para            

su supuesta contribución a los delitos que se le imputan. El líder de un Estado no puede ser                  

considerado penalmente responsable de los crímenes cometido por sus tropas únicamente con            

el fundamento de haber proporcionado apoyo logístico o de haber facilitado la actividad que              

daría como resultado la realización de los elementos materiales de los crímenes.   52

Se ha dicho que la contribución debe ser directa y esencial por lo que sin esta condición el                  

crimen no hubiera ocurrido , es por eso, que es impreciso afirmar que el hecho de realizar                53

planes de coordinación militar, debería suponer la contribución esencial a un eventual daño             

que se realice por parte de quienes cumplieron la operación, a no ser que la comisión de tales                  

50 Cfr, Id., para., 1137. 

51 Cfr, Id., para., 1139 

52 ​Cfr,​ Ibidem. 

53 ​Cfr,​ Id., para., 948 
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crímenes fuera el objetivo fundamental por el cual se concertaron los dos mandatarios, o              

estuviera como una consecuencia necesaria de su fin. 

3. La no existencia del control de criminalidad. 

No es posible que los Presidentes tuvieran un control efectivo sobre la comisión de tales               

conductas, pues no estaba en su capacidad poder frustrar la operación desplegada por los              

robots, ya que estos requerían de una desarticulación asistida con drones para evitar que              

siguieran operando de manera programada, añadiendo que no existía la forma de que éstos              

conocieran los daños que estaban realizando los robots en el momento adecuado para poder              

realizar los actos posibles dentro de su dominio conjunto para contrarrestar los efectos             

inesperados, consecuencia de la operación militar.  54

Elementos Subjetivos:  

No puede existir responsabilidad penal individual de los Presidentes de Lot y Pasco, ya que no                

reúnen los requisitos de la intencionalidad y conocimiento requerida por el artículo 30 ER .              55

Es necesario que la conducta tenga el elemento psicológico, demostrando la intención de             

adoptar el comportamiento de coordinar la operación militar con la intención de atacar una              

población civil . La referencia a la "intención" y "conocimiento" abarca, en primer lugar, la              56

situación en la que los Presidentes saben que su intención está dirigida a ser una fuente                

probable de la realización de los elementos objetivos del crimen y son culpables de tales               

acciones por dirigir la voluntad a causar elementos objetivos del Crimen , lo que en el               57

presente caso no se da. 

Inexistencia de intención:  

54 ​Cfr, Fiscalia vs. Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui , confirmación de cargos, CPI, 30 /09/2008 parr.                  
537 

55 ​Cfr,​  Fiscalía vs Bosco Ntaganda, Id., parr 121.  

56 ​Cfr,​  Id., parr. 528. 

57  ​Cfr,​ Id., parr.529. 
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La defensa considera que los Presidentes ejercían el legítimo poder de poner en marcha una               

operación militar que le era conveniente a los intereses de la soberanía de cada nación, es por                 

eso que al constatar que existió una operación militar de cooperación regional realizada con              

robots diseñados sofisticadamente y enviados a la selva pásquense para interceptar los            

saboteadores, no sugiere que dentro de ella hubiese algún riesgo probable que allá advertido              

algún peligro, pues se entendía que estas máquinas podrían discernir de manera más fiable que               

un humano en estado de tensión, y de esta manera había certeza de que estos robots se dirigían                  

a  eliminar únicamente a los integrantes del “GruPTA”. 

El hecho de que estos robots irrumpieran en el habitad de la población civil es un evento que si                   

sucedió como parte de la operación militar, pero afirmando que esta nunca estuvo dirigida a               

propiciar tal desenlace. Es por eso que resulta insuficiente la información sobre la existencia              

de responsabilidad, ya que no se puede demostrar que los Presidentes eran conscientes de que               

la planeación y ejecución de la operación militar concluirá en la realización de los elementos               

materiales de tales crímenes , pues es irrebatible que estos sorpresivos sucesos, sucedieron            58

como parte de hechos ajenos al dominio de la voluntad de los Jefes de Estado, y en cambio sí                   

ocurrieron con tal improbabilidad de no poder ser evitarlos. 

Es necesario, establecer que los Presidentes de Lot y Pasco tenían intención de participar en la                

ejecución del plan común de defensa a los ataques del GruPTA . Es por eso que en el acápite                  59

anterior se demuestra la carencia probatoria en donde se logre evidenciar que los presidentes              

estuvieron de acuerdo en llevar a cabo esta operación con la intención específica de causar los                

elementos objetivos del crimen, o que hubiesen tenido en cuenta que la realización de dichos               

podrían resultar de sus acciones en el curso normal de los acontecimientos.  60

La no existencia del conocimiento: 

58 ​Cfr,​ Fiscalía vs Jean-Pierre Bemba Gombo, Confirmación de cargos, ​parr. 351 

59 ​Cfr,​ Fiscalía vs Tomas lubanga dylo. Juicio,  Parr 1274. 

60 ​Cfr, Fiscalía vs Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui ,Confirmación de cargos , CPI, 30 /09/08 parr.                  
553 
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Los Presidentes deben tener una base de conocimiento compartido, admitiendo que los            

elementos objetivos de los crímenes, resultarían eventualmente de la aplicación de su plan             

común. Es por eso que los Presidentes, en la realización de este plan, nunca tuvieron los                

medios para conocer de manera compartida, la configuración eventual de los elementos            

objetivos de los crímenes mencionados por la fiscalía. 

Nunca los presidentes de Lot y Pasco llevaron a cabo actividades con la intención específica               

de causar elementos objetivos del delito, teniendo en cuenta que la realización de los              

elementos objetivos son el resultado de sus acciones en el curso normal de los              

acontecimientos, es por esto la improbabilidad de que ellos además supieran que estos se              61

realizaban como parte de una generalidad o sistemáticidad. 

     2) Intención específica (​dolus especialis​)  

Para esta defensa es evidente que los presidentes de Lot y Pasco, no tenían un intención                

especifica ​(dolus especialis​) de incurrir en la conducta y causar su consecuencia, pues             62

gracias a la información disponible, se evidencia que a los interrogantes manifestados por el              

mandatario de Lot, se explica que los robots están diseñados para aplicar la ecuación de               

proporcionalidad entre ventaja militar y daños civiles colaterales esperados, y que sólo se             

procede a un ataque cuando estos últimos no sean manifiestamente excesivos en relación con              

la ventaja militar que se espera obtener con su destrucción. Por lo que su decisión se ajusta a                  

una decisión política legítima en donde apoya al Estado de Pasco militarmente para mitigar los               

efectos de los sabotajes producidos por el GRUPTA.  

De la misma manera es inverosímil que el Presidente del Estado de Pasco tuviera la intención                

específica de atacar una población civil, cuando sus acciones evidencian que su voluntad             

asistía solamente a solicitar cooperación militar para intervenir en la selva Pásquense en donde              

el grupo disidente causaba millonarias pérdidas a la industria minera. 

61 ​Cfr,​ Id, 532 

62 ​Cfr,​ Fiscalía vs Jean-Pierre Bemba Gombo, Id., ​parr​ 454. 
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La forma de responsabilidad penal prevista en el articulo 28 ER: 

La defensa considera que respecto del Presidente del Estado de Lot, en relación al daño               

colateral causado a la población de Pasco, su responsabilidad desde ningún punto de vista              

puede llegar a ser contemplada teniendo en cuenta lo que establece el articulo 28 (b) ER, a                 

saber, la responsabilidad del superior civil respecto de sus subordinados, debido a que en el               

mandatario no se evidenció el aspecto objetivo que exige este artículo, es decir, ​el control               

efectivo de las fuerzas bajo su mando​. Lo anterior toda vez que el daño colateral se debió a                  

la imposibilidad tecnológica de control sobre los robots.  

 

V. PETITORIO 

Por lo anterior la defensa del Estado de Lot, solicita a la presente Sala de Cuestiones                

Preliminares de la Corte Penal Internacional, la inadmisión de la presente situación con             

fundamento en las normas y los argumentos expuestos en el presente documento. 
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